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La doble cara de las obligaciones del 
abogado 
INTRODUCCIÓN 
Nuestra Carta Magna contempla en 
diversos lugares una serie de derechos 
que se relacionan estrechamente con uno 
de los valores superiores proclamados 
en el frontispicio de la misma, concre-
tamente el valor de justicia. Tales dere-
chos se c~tablecen con la tinica fin ali-
dad de procurar que esa justicia sea re.1l 
y efectiva, que no se quede en una mera 
proclamación literaria. 
Así, nos encommmos con el artícu· 
lo 119 de la constitución que atirma qtte 
''la jrt:.ticia ~erá gmluila cuando osi lo 
dispongo lo ley, y, en todo caso, re:.pec· 
10 de quienes acrediten insuficiencia de 
recursos para lillgar". Este proclama-
do constitucional debe ponerse en co· 
ne~ ión con el anículo 14 de la misma 
norma fu ndamental ya que proclama 
"que los espoíioles sor1 igrwles onle la 
ley" enumerando a continuación una 
serie de situaciones que eventualmente 
pueden ser senstbles a generar compor· 
!amientos discriminatorios. Y, por fin. el 
artículo 24. ubicado en la sección pri-
mera del capítulo segundo del título pri-
mero de la consti tución, viene a consa-
grar con especial singularidad entre los 
derechos que resultan más importantes 
para los dudadanos, aquellos que son 
la base de todo sistema procesal, a sa-
ber, "todas las personas 1ienen t!erecilo 
FERNANOO URUBURtl SISTIAGA 
l. ni\ cr>•d:•d Autónoma <le M .1drid 
a ob1e11er In wreln judicial ejeclil'a de 
los jueces y tribunales en el ejerl'icw de 
los derechos e irtlt'l'l!\e\ legílimll\, fin 
que, enningtÍn caso. pueda pmducinl' 
illllcfemión" así como aqueLlo que ir-
ven a la puesta en práctica del propio 
sistema procc;al di~eñado para la apli-
cación del Derecho su~wnt ivo. a saber. 
"rodos rienen dert>clw a la defensa y a 
la asistencw de letrado (. .. ) '' n 1111 ¡mi-
ceso con rodas las ¡:aranlías". 
Pues bien. todo esto:: cóctel <.le dere-
chos, unido al carácter .'Ocia! otorgado 
por nuestr.t constitución a c;a organi7Á1-
ción pública que es el Estado t no pode-
mos oll idar que fue creado como un 
instrumento al servicio de hombre). hace 
que deban tomarse una ~erie de direc-
trices y ruticularse medio~ en orden a 
conseguir que aquellos po,lllladu> a lo\ 
que acabamos de aludir encuentren ~u 
concreción real y puedan ervir a los 
ciudadanos. que son en definitiva lo~ 
de tinatarios últimos de los derechos 
reconocidos en el Derecho po~i ti vo. 
Así tenemos que. para logmr el fin 
último de justicia. los poderes públicos 
han dispuesto de toda una organización 
para que cualquier ciudadano pueda te-
ner acceso a la prestación jurisdiccional . 
de manera que el órgano estatal especia-
lizado en la suministración de la ju~tic ia 
estudie su prctcn~ión o resistencia y emita 267 
1 Ctd Cebrián, Miguel. '"Manual de l 
Abogodo de Oficio''. Ed. llumc Co-
legio de Abogados de Madrid, 1999. 
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una resolución sobre el fondo del objeto 
de debate mediante la que se otorgue la 
tutela judicial efectiva que, como dere-
cho fundamental. se reconoce en los tér-
minos que acabamos de exponer. 
Entre éstas medidas, cuya adopción 
incumbe al Estado, nos encontramos con 
la creación de un órgano ad lwc de na-
turaleza administrativa competente tanto 
para otorgar el derecho de asislcncia 
jurídica gratuita consngtado en el art í-
culo 11 9 de la constitución, como para 
revisar desde su espe¡:ializnción cuan-
tas cuestiones puedan surgir en el ejer-
cicio de ese derecho enlre las partes 
implicadas. Asimismo. desde antaiio se 
ha involucrado al colectivo de la Abo-
gacía en la consecución de Jos objeti-
·vos que estamos analizando. de tal ma-
nera que se ha atribuido a los Colegios 
de Abogados la organización de un ser-
vicio, que se ha venido a llamar Turno 
de Ofic io, a los efectos de que aquellos 
miembros de la sociedad que acrediten 
insuficiencia de recursos económicos 
para litigar, dispongan de profesionales 
cuali ficados que defiendan sus preten-
siones ante los órganos j urisdiccionales, 
decayendo así la descriptiva frase pro-
nunciada por Ovidio "curia pauperi1Ju.1 
c/au.m est" (los Tribunales están cerra-
dos a los pobres)' 
Así nos encontramos con el surgi-
miento de dus posibilidades de ejerci-
cio de la Abogacía. Por un lado, el tra-
dicional ejercicio libre y, por otro, la 
también tradicional vertiente social del 
ejercicio de la profesión que muestra el 
lado m:ís humano de la misma. Ahora 
01.-;n . .-;stas oos posmrnoaoes ae e¡erct-
cio profesional otorgan a los Leu·ados 
ciertos derechos y les imponen deter-
minadas obligaciones cuyo conlenido 
vari a según se trate de una u otra forma 
de desarrollo de la acti vidad profesio-
nal y que. a veces por desconocidas, a 
veces por descuidadas, pueden llegar a 
incumpl irse desembocando en repro-
ches establecidos en set.le dconlológica 
que, además de manchar los impolutos 
expedientes profesionales, pueden aca· 
rrear severos perjuicios económicos y 
ético-discipl inarios a quienes los sufren. 
El objeto del presente lrabajo 110 es 
otro más que analizar aquellas obliga-
ciones caractetisticas de la relación con-
lractual creada entre un Abogado y su 
cliente, así como, y sobre todo, llamar 
la atención respeclo de las peculiarida-
des que esas mismas obligaciones pre-
sentan cuando se trata del ejercicio de 
la defensa encomendada de oficio, a fi n 
de suminislrar información para evitar 
Jos siempre desagradables expedientes 
incoados por las Comisiones de Deon· 
lología Profesional de los Colegios de 
Abogados. 
ANÁLISIS DE LAS OBLI-
GACIONES DERIVADAS 
DE LA CONTRATACIÓN 
DE LOS ABOGADOS 
Prescindiendo de discusiones doctri-
nales generadas entorno a las modalida-
des de contratación de los profesionales 
de la Abogacía, y admitiendo de ante-
mano que la misma puede producirse 
tanto en el ámbito del Derecho laboral 
como en el del Derecho administrativo, 
en función de sf en la contratación inter-
viene una organización empresarial abo-
nando un salario, o una Administración 
Pública empleando la modalidad de con-
trato celebrado con una entidad de De-
recho público sometida a la Ley de Con-
tralos del Eslado. lo cierto es que la ma-
yor parte de las contrataciones de Abo-
gados se perfeccionan bajo la modali-
dad del contrato ele arrendamiento de 
servicios profesionales perteneciente al 
Derecho civil, por lo que el eje de nues-
tra exposición será los derechos y obli-
.:;(t...,•Vuc~ ut1 i\ aull~ ut: ~Le ulJv .... vuuav 
tual establecidos en los anículos 1.544 
y siguientes del Código Civil. 
En efecto, al amparo del artfculo 
1.544 del Código Civil, la ejecución de 
un acto profesional podrá convenirse en 
virtud de la modalidad contractual de-
nominada contrato de arrcndamienlo de 
servicios profesionales. Se trata de un 
contrato que se perfecc iona por el mero 
consentimiento de las partes sin necesi-
dad de cumplir formalismo alguno, es 
bilateral sinalagmático y está admitido 
por la jurisprudencia como modalidad 
apta para contratar los servicio profe-
;ionalcs de un Abogado_ 
El objeto de c~tc comrato está cons-
tituido por la pre~tac ión de un servicio, 
es decir. por él desempeñó de una acti-
vidad concreta que está en e"rccha co-
nexión con el conocimiento de la técni-
C.1 jurídica por parte del profesional con-
tratado. Y la obligación pnncipal del 
arrendatario. es decir. del Letrado. con-
siste en desplegar un comportamiento 
cncumlrablc dentro de la categoría ge-
nérica de las obligaciunc' de hacer, que 
tendrá como referencia los uso1 profe-
sionales y los conocimiento; cientilico1 
y del ordenamiento JUrídico l'igentc.' en 
el momento de la contratación. El ele-
mento personal suele 'er dct~rminante 
del cumplimiento de la obligación. de 
suerte que no suele admitirse la ;ustitu-
ción de la persona obligada a su CJCCu-
ción, ya que el móvil fundamental de la 
contratación del Letrado 1ucle ser la 
confían la. aunque si está admitido qu~ 
el allllCndatario se sirl'a de auxiliare;, o 
colaboradores a la hora de realizar la 
prc~ tación. Otra cuesuón será el 1 íncu-
lo jurídico que se cree entre el Abogado 
contratado y aquellos otros de lo~ que 
se valga panr d correcto dcsem¡JCrio de 
su actividad profesional. 
Por su parte, el arrendador asume la 
obligación de pagar el precio o contra-
prestación por el servicio contratado. El 
artículo 1.544 del Código Civ1l habla de 
'·precio cierto'', pero la jurisprudencia 
admite su determinación por la costum-
bre del lugar donde se prestan los servi-
cios. Al existir la presunción de que se 
trata de un contrato oneroso, se admiti-
rá que aunque nada se diga respecto al 
precio. naciú la obligación de pago exis-
tiendo siempre como referencia las Nor-
mas Onentadoras de Honorarios Profe-
sionales establecidas por los Colegios 
Profesionales en orden a la determina-
ción del importe exacto de esta obliga· 
ción. La jurisprudencia dice que la re-
muneración puede ser convenida táci-
tamente ya que en la mayoría de los ca-
sos no puede conocerse a priori la cuan-
tía de los honorarios que hayan de 
de1·engarse finalmente como conse-
cuencia del serviciO desarrollado. Tam-
bién corre a cargo del arrendador la obli-
gación accesoria de fac ilitar en lo posi-
ble el cumplimiento de la prestación del 
servicio profesional requerido, hacien-
do todo lo que esté en su mano para que 
el m1smo se pucd:t desplegar con nor-
malidad y con la mejor calidad (por 
ejemplo sumimstrnr al Letrado todos tus 
datos que obr~n en su poder para la co-
rrecta defensa de los in te re es propios). 
Ambas prestaciones, realización de 
un servicio profcs1onal y pago del pre-
cio del servicio, son las esenciales del 
tipo contractual analizado. Pero junto a 
~nas ~urgen otras de carácter accesorio 
que se refieren 31 modo en que la par-
te> deben cumplir sus respectivos com-
promisos y a los derecho" y obligacio-
nes que orbitan sobre aque llas dos pres-
taciones características. Nos referimos 
n la obligación del cumpli rnicntu dili-
gente del encargo profes ional, a la fa-
cultad de independencia otorgada de -
de el ordenamiento jurídico a favor del 
Letrado como garantía para que la pres-
tación de los sen icios profes1onales sea 
lo más objetiva pos1ble. al derecho al 
cobro de los honorarios por los servi-
cios pr~tados, al secreto profesional. a 
la virtualidad práctica del principio de 
autonomía de la voluntad en l:~s distin-
tas fases de ejecuc ión contractuaL etc. 
Todos estos aspectos son. tos que ,·an 
a ser analizados a continuación prestan-
do especial atención a la transfunnación 
que sufren esos derechos y obligacio-
nes en el ámbito de la defen~a ejercida 
de oficio. 
QUIEBRA DEL PRINCIPIO 
DE AUTONOMÍA DE LA 
VOLUNTAD 
La primera cuestión que llama po-
derosamente la atención al analizar las 
diferencias que existen para el Aboga-
do cuando ejerce la defensa de oficio 
en comparación ~;on la defensa estricta-
mente particular, es que sus facultades 
de disposición en relación con el objeto 269 
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de la contratación 'e ven considcrablc-
mcnle mermadas ya que en ~'t:l ühima 
vertiente el Abogado ejerce >U sobera-
nfa basada en el principio de autonomía 
de la voluntad (que e muestra en su 
máximo esplendor en el contrato priYa-
do) ~obre a>pcclos concreto del con-
tntto. de manera que le están pem1itidas 
conductas como el abandono del encar-
go profesional aceptado. la libertad en 
el diseño de la lfnea de defensa para su 
cliente. etc ... que le c;tán vedadas al 
Letrado de oficio. 
En efecto, aun partiendo de la base 
de que la defensa de oticio se ejerce bajo 
un auténtico contrato, lo cierto es que 
la causa del mismo no \'iene estableci-
~a por la exclusiva voluntad de la par-
les contralnntes. sino por el ettrnplimien-
to del mandato jurídico público estable-
cido ex /ege en los artículos 119 de la 
Constitución y 1 de la Ley 1/1996, de 
1 O de enero. de Asistencia Jurfdica Gra-
tuita (LAJG). es decir, que el fi n último 
del contrato no es otro más que facilitar 
n los ciudadanos los medios necesarios 
para poder acceder a la tutela judicial 
etecliva de los juzgado~ y Tribunales. 
cuando esos justiciable; hayan obteni-
do prevtamente el derecho a litigar gra-
tuitamente dada su c~casc7. dé medios 
económicos. Ese car.íctcr jurfdico pú-
blico que ostenta la prestaCIÓn de servi-
cios profesionales en el ámbito de la 
defensa de oficio supone someter la 
misma a un continuo control de carác-
ter administrativo, de manera que los 
derechos y deberes de ambas partes que-
darán configurados de manera diferen-
te a cuanoo >errata oe 1~ oestgnacton lle 
un profesional de confianza. 
La quiebra del p1i neipio de autono-
ntía de la voluntad acaece desde el mis-
mo momento en el qlte se produce la 
designación del Letrado de ofi cio. En 
efecto. al Letrado de oficio no le está 
pennJtido modificar el contenido de la 
designa, ya sea unilateralmente o me-
diando acuerdo con su defendido, de tal 
manera que sus facultades o posibilida-
des de asesoramiento al justiciable que-
darán constreñidas a las relacionadas con 
ejercicio de la acción consignada en el 
documento de nombramiento, a pesar de 
que. cuando desde sus conocimientos de 
la té,ni'a jurídica proceda al estudio de 
la~ pc~uliaridades del caso concreto de 
su di~nlc. ;e percate de que la acción 
,uyu ~Jcn:icio le ha sido encomendado 
no es la m:\s adecuada en atención a las 
cir,unstancias del interés cuya defensa 
le ha ;ido encomendada. sin que pueda 
librcm~ntc proceder a ejercer Otra acción 
distinta. ya que la pretensión consigna-
da y la acción cuyo ejercicio <>e encarga 
on las únicas que resultan tllteladas pú-
blicamente a través del servicio de asis-
tencia jurídica gratuita prestado en co-
onlinación con el colegio profestonal de 
que >e tr:\le. La única posibilidad que 
existe para que el Abogado designado 
ejercite una acción distinta es que su 
cliente renuncie al beneficio de asisten-
cia jurídica gratuita que le ha sido con-
cedido. de manera que ambos se desmar-
qucn del sistema oficial de defensa y se 
abmn las puertas de la conlrntación pu-
ramente pri"ada en la que las parles ten-
drán absoluta libertad de asesoramiento 
y de establecimiento de pactos. 
En definitiva. cuando un Letrado 
designado de oficio decide libremente 
articular la defensa de su cliente median-
te una acción diferente a la consignada 
en la designa, puede ocurrir que. por un 
lado, el cliente le pueda llegar a denun-
ciar ante la Comisión de Tumo de Ofi-
cio de su Colegio Profesional por incum-
plimiento del mandato de oficio o, por 
otro lado, que él mismo se coloque en 
situación de reclamar honorarios profc-
sionab al cliente ya que la actividad 
protcs10nal desarrollada no e habrn 
ajustado a la subsidiada públicamente. 
lo que resulta del todo inadmisible dada 
la situación de inseguridad que se ge-
nera para el cliente, habiendo quedado 
además incumplido el encargo jurídico-
público srrictu sensu originariamente 
conferido, por lo que el Letrado se ha-
brJ hecho acreedor de reproche disci-
plinario corporativo. 
Del mismo modo, cuando un Cole-
gio de Abogados turna de oficio a un 
determinado profesional para defender 
In pretensión de un JU, liciahlc, é'tc 'e 
verá sometido imperativamente al con· 
tenido de la designación. impidiéndose k 
la solicit ud de cambio por otro de In, 
profesionales adscritos a ese Turno de 
Oficio. salvo que se apliquen la norma· 
tiva sobre sustituciones e;tablccida por 
cada Ilustre Corporación para época; 
vacaciona les, cuya operatividad '>Cr:i 
una cuestión sustraída a In voluntad dd 
justiciable. 
El incidente de insoslcnibilidad de la 
pretensión 
Por otro lado, mientras el Abogado 
de confi¡mza tiene total libenad tanto 
para rechazar la dirección técnica de lo:, 
asuntos que le sean ofenados como para 
abandonar en cualquier momento la de-
fensa ya emprendida (con actiración en 
su ca:,o del régimen legalmente e tabk· 
cido para los supuestos de incumpli· 
miento contractual). situaciones que 
podrán encontrar justificación al ampa· 
ro del anículo 6.1 del Código Deonto· 
lógico de la Abogada EspañoJal, cuan-
do el Abogado de oficio detecte que la 
pretensión cuya defensa le ha :,ido en· 
cargada no reúne los requisitos de via· 
bilidad necesarios para su COITecta arti· 
cu lación ante los órganos jurisdicciona-
les, no podrá libremente rechazar el 
asunto aunque previamente se lo comu· 
niquc a su cliente, ya que. nuevamente, 
el carácter tutelado de la defensa de ofi· 
cio impone el cumplimiento del trámite 
establecido ad !roe para la revisión de 
este tipo de situaciones. Se trata del in· 
cidente de insostenibilidad de la preten· 
sión establecido en los anículos 32 a 35 
de la LAJG, el cual ni siquiera podrá 
ser planteado cuando se trate de la asis-
tencia a un detenido. o cuando el encar-
go consista en la defensa de un imputa-
do penalmente en primera instancia. ni 
cuando se trate de recursos seguidos en 
el orden penal para revisar sentencias 
condenatorias dictadas en primera ins· 
tancia o cuando previamente se haya 
planteado por otro colega idéntico inci· 
dente con emisión tanto del Ministerio 
Fiscal como del Colegio de Abogados 
de sendos informes cuyo contenido sea 
la dc\e,timación de lo~ rugumentos de 
llliUitcnibilidJd del Letrado (con lo que 
d~~:tparcce Id designación en cascada 
admitida anterionnente }'que nunca lle-
gahu a 1cr comprendida por el bcnc!i-
ciario de laju~ticia gratu ita). 
El incidente de insostcmbhd.1d vte-
nc conligurado por el Derecho posnivo 
como una de llll> excepcione~ a la obli-
gJtoncdad del cumplimiento del man-
dJto de defensa conferido púbh.:amen-
IC. Su única finalidad es el cnjuicimnien-
lrl nhjeti10 y desde la má:. punt técnica 
jurídit:a realizado por el Letrado en rc-
ladún con la pre tcn~ión de su diente. 
de manera que el legblador coloca al 
profesional en la posición de fi ltro para 
que el si,tema concebido para la pres-
tación del ser\'icio de jusucia gratuita 
no malgaste esfoer1.o~ ni recurso aten-
diendo pretensiones que no reúnen los 
requi>itos mínimos de viabilid.1d. Hay 
que hacer notar que lo que el S tado 
exige para sufragar los coste, (mfnimos 
dada la precariedad de la indemnización 
abonada al Lerrado) de la defensa de 
oficio no es que existan fundamento> 
jurídicos de ~11 enrergadura como para 
nscgurnr el triunfo de la pretensión. sino 
wn ,oJo que de una manera meramente 
formal o aparente pueda ser articulada 
y fundada en derecho poi pa11e del Abo-
gado ante los órganos jurisdiccionales. 
Y. por otro lado. en dcl'en~a efe la ex is-
tencia de este incidente hay que alegar 
que en caso de que prospcr~ el plantea-
miento del mismo. no perded el justi-
ciable su derecho a la tutela judicial 
efectiva ya que quedará expedita la vía 
de la designación de un Abogado de 
confianza para procurar el acceso a los 
Tribunales. Lo único que supone la re-
solución estimatoria del incidente es que 
el Estado no considera mín imamente 
fundada en derecho la pretensión del 
ciudadano, por lo que no la con~idcra 
acreedora de la ayuda económica que. 
en defi nitiva. supone la asignación de 
un Abogado de oficio. 
En el seno de este incidente emerge 
con singular impo11ancia la Comisión de 
Asistencia Jurídica Gratuita, órgano ad-
ministrativo que o.<;t.ellla la competencia 
El Artitul<> 6.1 \icne a c"abtecer 
en su ¡>imfo <oegundoquc "el Abo· 
~adQ e> ht>1c J"lf" aceptlt o rtcha· 
1ar l o~~; n~unto' en que e .)Oiicnc !tU 
i nl c:f\t"II\.'!Óil. \ Ul necc.~ idad de e -t-
prC(O;:lr tn, m<ltl\'ll\ de ~u dcca ~ión. 
~al\ ll en ~ObO.'I t.lc noJilbJ.-unic:nto de 
nticin cn que ckheriJUStifk:rr su de· 
chn .. 1.dón cuufonue a 14 nunn.i.liva 
\igtntc". 
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1 El párrafo segundo del articulo 3 1 
csUlblece que .. sólo en el orden pe-
nal podrán lo> Abogodo~ designodo< 
excusar« de la defensa. Para ello 
dcber.i concumr un moti,·o personal 
y ¡usro, que será apreciado por los 
Decanos de lo:. Coleg iu~" 
' Del Rosal, Raf:1el. Revisla Otrosf 
Mayo 1999, N"4, tpoc.' 111. l'ág.J2 
' Del Ro<al. R.,facl. Revbla Olrosf 
Mayo 19'!9, .-<•4, ~poca 111. l':lg.33 
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fiscalizadora de todos los aspectos rela-
cionados con la gratuidad de la justicia, 
desde el otorgamiento del derecho has-
ta la resolución final del incidente. Y 
respecto a los pormenores de la trami-
tación, nos referiremos a ellos más ade-
lante al analizar la trascendental obli-
gación de diligencia. 
La excusa de la derensa de oficio 
Esta posibilidad se encuentra con-
templada en el anículo 31 de la LAJG' 
como motivo para que el Abogado pue-
da apartarse de la defensa de oficio. Se 
trata de otorgar relevancia disolutorin 
del vínculo contractual a circunstancias 
de índole personal que sólo ataricn al 
Letrado. Por lo tanto, ya no es un ~nju i­
ciamiento de tipo universal como ocu-
rre en el caso del incidente de insoste-
nibilidad. Se trata de que determinadas 
circunstancias de corte personal son 
hábiles para el ordenamiento jurídico a 
la hora de admitir la susti tución del pro-
fesional encargado por el Colegio de 
Abogados para defender al justiciable. 
La excusa encuentra dos limitaciones 
en orden a su planteamiento. Por un lado. 
o lo tendrá virtualidad práctica en el or-
den jurisdiccional penal ya que el párra-
fo segundo del citado precepto así lo es-
tablece. Y por otro lado, deberá estar 
basada en motivo personal y justo, lo que 
lleva aparejado tanto una exigencia de 
motivación a cargo del Abogado como 
una revisión de la misma por parte del 
órgano competente para ello. en este caso 
el Decano del Colegio de que se trate 
según estipula el artículo 31 párrafo 2• 
Ul: llt Cf\JU. U Ol~n, CUIDO >UCCO~ ~n Cl 
flu~lre Colegio de Abogados de Madrid 
en virtud del artículo 24 de las ormas 
Reguladoras del Tumo de Oficio. la Co-
misión de Tumo de Oficio de aquella 
Ilustre Corporación a quien ~i n duda se 
ha otorgado competencia en la materia 
por motivos de distribución de la carga 
de trabajo que soportan nuestros Deca-
nos. Pero dado el rango jerárquicamente 
superior que ostentan las normas legales 
frente a las disposiciones de índole re-
glamentario. siempre podrá el Letrado 
exigir que sea el Decano quien estudie 
personalmente la cllcusa planteada, pues-
to que cuando el anículo 31 de la LAJG 
otorga tal compelencia, lo hace a sa-
biendas de que en la persona del Decano 
connuycn eSJll.'Ciales condiciones de sa-
piencia. experiencia y prudencia que per-
mitirán una equilibrada ponderación de 
las excusas'. E incluso el Letrado podrá 
llegar a solicitar del Decano la concesión 
de un trámite de audiencia para evitar que 
aquel tenga que manifestar por escrito la 
motivación de una excusa que puede con-
cernir a ámbilos estrictamente privados 
y cuya difusión puede ser molesta o des-
agradable. 
Se plantea entonces el problema de 
precisar lo conceplos de motivo perso-
nal y justo. Los textos legales referidos 
no lo' proporcionan y puede inferi rse 
claramente que se trata de conceptos ju-
rídico indetcnninados cuyo proceso de 
integración no deberá estar falto de cier-
tas dosis de equidad en el motivo alega-
do en relación con la trascendencia del 
enc.1rgo conferid<Y. Realmente son po-
co' los expedientes de excusa que son 
aceptados en orden a revocar el solem-
ne mandato de oficio, ya que una inter-
pr~t:tción finalista de la LAJG permite 
concluir que l:t aceptación de las excu-
sas alegadas por los Letrados adscritos 
al Thrno de Olicio debe tener siempre 
carácter restrictivo en vinud del princi-
pio de obligatoriedad de asunción de la 
dcfcn~a establecido culos a1ticulos 31 y 
32 de la LAJG, del carácter voluntario 
de la penenencia al Tumo de Oficio y 
de la división por ramas jurídicas que 
normalmente se establece por las orga-
nizaciOnes colegiales en orden a la pres-
tncron o e este ~ervtclo ~OCJal, por 10 que 
el Letrado que decida voluotariamente 
la adscripción de un determinado Tumo 
mennará considerablemente el elenco de 
excu~as a plantear en relación con el 
abandono de las dereosas que le sean 
encomendadas. De cualquier manera, 
será el órgano competente para la fisca-
lización del motivo alegado por el Le-
trado quien fi nalmente tenga la ti !tima 
palabra en la resolución e~timatori a o 
dcscstimatoria del mismo. 
Es importante realizar en este mo-
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mento un comentario refendo a la ale-
gación por parte del Abogado de una 
excusa ba~da en moti,·os de concien-
ci;t. La cláusula de conciencia tradicio· 
nalmente es concebida por el ordena-
miento jurfdico como una posibi lidad de 
eludir una obligación impuesta por la 
Ley. Los planteamientos personaJe;. 
momlcs. ideológicos, filosóficos y neli· 
giosos de l Abogado que choquen 
frontalmente con las circunstancias del 
caso concreto y que sean capacc; de 
producir una disminución sustancial de 
la calidad del servicio profesional prcs· 
tado al cliente. dcbcr.in conducir a un 
rechazo del encargo de servicios profe· 
sionales en el ámbito de la contratación 
de confianza en aplicación del artículo 
1.3' del Código Deontológico de la Abo-
gacía Española. ya que con~tituyc una 
norma ético-dcontológica elemental del 
ejercicio profesional el deber de poner 
en conocimiento del cliente cuantas cir· 
cunstancias puedan entorpecer la nor· 
malidad de la prestación del servicio por 
el Abogado. Sin embargo. el interés 
público que se satisface mediante las 
designaciones de los Abogados de ofi -
cio no permite que estos pueden acudir 
a alegatos basados en la subjeli\1dad de 
sus conciencias para eludu el cumpli· 
miento de sus obligaciones contractua-
les. A1í. la cláusula de concicucia no es 
idónea para producir la revocación del 
mand;llo de oficio atmque la pretensión 
del cliente sea especialmente amagóni· 
ca a la conciencia del Letrado. El fun-
damento de esta prohibición hay que 
encontrarlo en la exigencia de que cada 
Abog:tdo, previa su adscripción a lo~ 
Tumos de Oficio, debe proceder a rcvi-
>ar minuciosamente su fuero intemo ¡¡ 
los efectos de que en un futuro no sur-
jan esos impedimentos subjetivos que 
le impidan el adecuado cumplimiento de 
sus obligaciones. Sin embargo, no se 
puede ob~ iar el carácter mudable de las 
concepciones personales, las cuales pue-
den ser modificadas por determinadas 
vivencias del Abogado. de manera que 
la estructura de pensamiento en el mo-
mento de la adscripción al Turno de ofi· 
cio puede 110 ser idéntica a la alegada 
en años sucesivos. En este caso el plan· 
teamiento de la excusa debe operar a 
travé del cauce de la ,¡legación del 
moti~o personal y j u to. 
Ob,1a hacer rcfcrcnda a que cuan· 
do un Abogado designado de oficio se 
encuentre afectado por alguna circuns· 
tancia que sea n:lcvante para impedirle 
d~;arrollar u actividad profesional..:on 
la~ garantía~, dedicación y atendón oc· 
ce~arias. deberá reca' ar el con~.:nti· 
micmo del Decano o d..: la Comisión de 
Turno de Oficio respc-.:tiva, puc,to que 
no queda a >u libre arbitrio la po~ibili· 
dad de abandonar unilatera lmente el 
contrato. 
Ocbe resaltars<: qu..:, mientras en el 
incidente de insost..:nibilidad de la pre· 
tcn~ión la revocación del mandato de 
oficio ;e produce de~de el mtsmo mo-
mento de su planteamiento. puesto que 
el Letrado que lo formuló nunca ~er;í 
nuevamente designndo p;u11 la dcfco~a 
del interés enjuiciado con independen-
cia de que el incidente prospere o no. 
en el caso de la alegación de la excusa 
la rcvucación del mandato de oficio tan 
o lo se proc:Juci1 á en el momento en que 
por parte del órgano wmpetentc s..:a 
aceptada la misma. Esta dbunción es de 
suma trascendencia pue>to que . como 
luego .e dirá. el Letrado \endrá obliga-
do a desplegar cuantas actuaciones sean 
necesaria para la dcfen~a de ~~~ patro· 
cinado en tanto en cuanto no se dicte 
resolución al efecto. 
MODIFICA CIÓN DE LA 
PRERROGATIVA DE INDE-
PENDENCIA 
Es este uno de los puntos en los que 
más se puede apreciar la influencia del 
carácter reglado y tutelado públicamente 
de la defensa ejercida de oficio respec-
to de la configuración de los derechos y 
obligaciones de la partes implicadas en 
el contrato de arrendamiento de servi· 
cios profesionales. 
En efecto. partimos de que cuando 
se trata de la contratación de un Aboga-
do de confianza, éste disfruta de impor· 
tantes derechos que le permiten tanto 
• El ..nículo 1.3 prcccplúu que "el 
AbogndodébeM'rhonesJo, leal. \ C · 
rn1 y dllogentc en el dcs<:mpcño de 
>U funco6n y en la rdacoón con sus 
c honJc'. colega< y Trihunalc< ... ". 
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El p:lrrafo segundo establece que 
"el Abogado C>lá obligado a poner-
)C. en contacto inmediato con <;u 
cltcnh.: y a <.:omunicarcon él cuantas 
\"CCC\ ~enn n~cesanas pa.ra el ejerci-
cio de lu dcf en .a". 
• Rc~pectivamcnlc c~tablcccn que 
··,on obligaciOJIC> del Abogado para 
con la pane por él defend1dn. adc-
Jnás de lns que ~e deriven de la rcla-
c-u'\n contractuaJ qul.! entre el tos cxb-
te. lu del cumplimiento, con el má.xi· 
mo celo y diligenc~a y guardando el 
>ccrcto vrofe>ional. de la mi <i(\n de 
dcfen<a que le'"" encomendada"' y 
"el Abogado rea li t.'ll"á J iligcntcmen-
te l:h actlvtdndcs que le imponga In 
dcfcn>a del a<unto con !iodo" 
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abandonar un ilateralmente la defensa 
como diseñar con tola! tibenad su eslruc-
tura. El artículo 1.1 , el párrafo 2' del 
artículo 6.1. o el artículo 6.7 del Código 
Deontológico de la Abogada Española 
y los artículos S, 32 e), 42 del Estatuto 
General de la Abogacía Española y 437 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
son buena muestra de ello. El Abogado 
ostenta la soberanía úe la dirección téc-
nica del asunto, lo que supone recono-
cer que goza de c iertas prenogativasque 
tienen por objeto robustecer su indepen-
dencia. lo que, a su vez, redunda en ga-
rantía del cliente ya que este se asegura 
de la objetividad de los planteamientos 
defensivos de su Abogado. 
Sin embargo, cuando entramos en el 
ámbito de la defensa de oficio, el Letra-
do sufre importantes mermas en sLt in-
dependencia respecto a la prestación del 
servicio profesional. En primer lugar. 
cualquier impul so de rechazo al cum-
plimiento del mandato basado tanto en 
el j uicio de insostcnibilidad realizado 
desde la técnica jurídica como en la ale-
gación de moti vos personales, debe ser 
planteado en fonna empleando los me-
canismos legalmente establecidos, mo-
ti vando y esperando la aceptación de los 
órganos competentes, lo que supone es-
tablecer ex lef(e que un tercero será 
quien pueda y deba resolver las contro-
versias surgidas en el seno de la rela-
ción contraclual. perdiendo ambas par-
tes los derechos que ostentan en el ;ím-
bito de la contratac ión privada. 
En segundo lugnr como también hu 
quedado dic ho, e l Letrado designado de 
otlcio nb e libre para &tltrir'que'tipo' 
de acción es In que deber5 ser ejercita-
da pnra In defensa del interés encomen-
dado, debiéndose someter a lo que ex-
presamente se consigna en la designa, 
sin que la quepa la posibilidad de intro-
ducir modificaciones en esle aspecto 
(nos remitimos a lo enunciado anterior-
mente sobre este aspecto). 
LA OBLIGACIÓN DE DILI-
GENCIA 
La obligación de diligencia 110 sufre 
ninguna modificación en su esencia 
cuando se trata de ejercer la defensa 
desde cualquiera de los ámbitos anali-
7..1ldos, oficio o de confianza. Al aboga-
do designado para asumir una defensa 
de oficio le resu lta exigible exactamen-
te la misma diligencia que si la defensa 
le hubiera sido encomendada por un 
cliente dentro del ámbito de la contra-
tación particular. Sin embargo, la obli-
gación de diligencia presenta matices 
específi cos CtJando se trata de la defen-
sa de oficio que, si bien no atañen a su 
núcleo teleológico, si están presentes en 
el deber de cuidado exigible al Aboga-
do en relación con un conjunto de ac-
tuaciones que son propias de ésta mo-
dalidad defensiva )' que se encuentran 
reguladas normalmenle por las Nonnas 
Reguladoras del Tumo de Oficio pro-
mulgadas por cada uno de los Colegios 
Profesionales ya que, no podemos ob-
viar. que la inmensa mayoría de estas 
normas reguladoras tratan de controlar 
csla obligación deontológica. 
La ohligación que estamos analizan-
do cuenta con una manifestación con-
creta esgrimida en el derecho positivo a 
través del artículo 5 de las Normas 
Reguladoras del Turno de Oliciu7 en el 
caso del Llustre Colegio de Abogados 
de Madrid, que no encuentra su corre-
lativo refrendo en la regulación que de 
dicha obligación establecen los artícu-
los 53 y 54 del Estatuto General de la 
Abogacía Española para la defensa or-
dinaria. 
Cuando se trata de la defensa de con-
.fiallM-.u'IJlhlb!ta~iQnJl.eJlilb!tenG iil...~JU I 
cumplimiento de las obligaciones le vie-
ne impuesta al Abogado desde los artí-
culos 53 y 54 del Estatuto General de la 
Abogacía' . Tales preceptos emplean la 
expresión "'con el máximo celo y dili-
gencia" pero no proporcionan una de-
tinición conceptual que sirva como pun-
to de referencia para predecir qué con-
ductlls del Abogado pueden infringir tan 
elemental obligación ética del ejercicio 
de la profesión. Ante la ausencia de una 
inlerpretación auténtica debemos acu-
dir al Código Deontológico de la Abo-
gacía Española, donde se desmenuza la 
obligación de diligencia en \arias exi-
gencias más concretas y prec1sas. A~í. 
se dice que el Abogado tiene la obliga-
ción de informar cumplidamenlc a su 
cliente de !odas aquellas situacioll('; que 
puedan ¡¡ fe~:tar a su independencia, que 
debe rechazar los asunlos que no pueda 
atender debidamente por tener compro-
metida la resolución de otros m1h ur-
gentes y que. en relación con el trato 
con sus colega~. debe alenda de inme-
dialo la5 comunicaciones escri1a o le-
le fónicas de olros Abogados. En defi-
ni liva, en el ámbito del ejerc1cio estric-
lamenle privado de la profesión la obli-
gación de diligencia, a pesar de estar 
claramcnlc cslablccida wmo norma de 
deontología profesional. no liene uno 
perfiles nítidos. por lo que habrá que 
analizar caso por caso para determinar 
si realmente ha existido o no vul nera-
ción de la obligación anali1.1da. 
Sin embargo, cuando nos adentra m o~ 
en el campo de la defensa ejercida de 
oficio, la obligación de diligencia se 
encuentra regulada al detalle porque el 
legislador ha querido que el compona-
miento del profesional se encuentre 
m1limétricamente establecido respecto 
al cumplimiento de las obl igacionc~ pro-
pias de esta forma de cjcrcit:io profc-
~ional pRra así desterrar cualquier indi-
cio que pudiera anidar en el cliente-ciu-
dadano respecto a un eventual ejerciciO 
relajado de la profesión por parte del 
Abogado en la defensa del interés de su 
cliente, ya que se pretende que la dc-
fcn\.1 de ofi cio sea alendida con la mis-
ma entrega y dedit:ación que la ordina-
ria. desterrando posibles sensaciones de 
abandono y desconsideración que pue-
dan surgir en el fuero interno del clien-
te. 
Cabe por tanto diseccionar la obli-
gación de diligencia respecto a dos ti-
pos de situaciones: la referida al trato 
puramenle panicular e íntimo del Le-
trado con el cliente que le ha correspon-
dido; y la referida a la dación de cuen-
las que debe afrontar el Abogado frente 
a los órganos competenles para gcslio-
nar la prestación del servicio público en 
que consiste la defensa de oficio'. 
Los contactos del Ahogado con su 
defendido 
Nada más CUI~.tnc la de>ignación 
surgen para el Lctr.Jdo una serie de obli-
gaciones relacionada~ t•on la diligencia 
y que se encuentran es tablecida~. en el 
caso de los Abogado' que CJCrcen en 
Madrid. en el artículo 5 de la~ NRTO 
del lluwc Colegio de Abogado' de 
Madrid. Este precepto tiene por finali-
dad summistrar una 1dea claro y preci. a 
en relación con el inicio mismo de la 
relación profe,ional ent1c Abogado y 
cliente: el contacto debe producirse de 
forma inmcdiala. personal y debe repe-
tir~e cuantas vece~ sea necesario. 
La exprC3ión "'mm<'diara "' supone 
exigir al Abogado que el contacto con 
su cliente. pieza el m e de la buena de-
fen aya queelclientc nonnahncnt.: sólo 
se expresará con libertad. prccision y sin 
pudor ante su Letrado grada~ a la vi-
gencia del ,ccrcto profesional. se pro-
dulca en fechas inmed1atru. a la desig-
nación. debiendo entenderse cumplida 
la obligación de diligencia cuando 
contactó en lo~ día~ inmediatamente 
postcriore~ a aquella o bien. en casos 
extremos. habiendo transcurrido un par 
de. emanas como máxi mo si mcdiajus-
ti ficación ralonable. 
Cuando la norma establece que el 
contacto debe ser "pt' t .wuw/"", ~e está 
,·cdando al Abogado la po ibiltdad de 
delegaren otro compañero el trámite de 
contacto con el cliente. ya que no pode-
mos olvidar que el carácter intuttu 
per.wnae es una caractcrí~lica c~encia l 
del conrrato annli1.ado. Si bien en el 
;ímbilo de la defensa de con[ianza el 
cmisma per~onal y las cualidades del 
Abogado se engen en la piedra angul ar 
o mó,·il de la contratación y el ejercicio 
de la profesión descansa en la confian-
za depositada por el cliente en el profe-
sional. en la defensa de oficio. a pesar 
de que la relación cliente-Letrado surge 
como consecuencia de un manda! o ju-
rídico público en el que el consentimien-
to de las panes es irrclcvan1e respecto a 
la elección del prufcsional concreto asig-
nado. el hecho de que el documento de 
• Del Ru,.il. Rnfnc: l RevbLl Otro<f 
N' l . tpoca tlt Póg.:l t 
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de ignacrón sea nominali\'O indivi-
dualizando a un Abogado cuncrelo den-
I ro del elenco de los recursos humanos 
con que cuanla el Colegio Profesional 
para pres1ar el servicio de Tumo de Ofi-
CIO. impiden que cualquier olro profe-
sional se haga cargo de lnn lmscenden-
lal pa. o de la defensa, ya que. adcm;ís 
todo el régimen de respons:tbilidad dis-
ciplinaria confluirá tinalmenre en la per-
sona del Abogado consignado en la de-
signa. 
Y cuando la norm:1 se refiere a que 
el Abogado liene la obligación de "es-
lllblec~rcuantas cmmmicacione.1· con su 
di eme sean necesarias pllra s11 dejen· 
sa ". pensamos que no debe hablarse de 
rcpelición de los con1mctos sino, má~ 
bien, de un único conracto que no cesa 
haMa que el Lelrado concluye su pres-
tación de servicios profesionales y cuya 
intensidad y frecuencia vendrán marca-
das por las necesidades del caso con-
creto cuya defensa le ha sido encomen-
dada. si n que pueda establecerse una 
regla concrela en orden a considerar 
cum¡>lidR la obligación de diligencia en 
este ru.pcclo pue~lo 4ue lo~ artículos 1.1 
y 6. 7 del Código Deontológico de la 
Abogacía Españolaolorgan independen-
cia al Abogado para el ejercicio de In 
profesión. recobrando esta prerrogativa 
el Letrado designado de ofi~ io solo para 
éste aspecto concreto. 
Finalmente cabe referi rse al último 
eslabón de reglamentación de la obli-
gación de diligencia que establece el 
artfculo 15 de las NRTO del Ilustre Co-
legio de Abogados de Madrid al con-
templar la guardia de asistencia al dete-
nido. En es1os supuestos, la obligación 
de diligencia concretada en el carácter 
personal e inmediato del contacto con 
el cliente impone al Letrado designado 
la obligación de acudir inmediatamente 
al centro de delención. sm que sean jus-
tificables otrns demoras que las propias 
de los desplazamientos a dicho centro, 
lo que habrá que juzgar ponderando las 
peculiaridades del entorno en el que el 
Letrado desarrolle su acli,•idad profe-
sional. Las infracciones deontológicas 
ele éste tipo apreciadas por las Juntas de 
Gobierno de los Ilustre Colegios de 
Abogados suelen ser clasilicadas como 
graves ya que razones obvias de coor-
dinación, tanto con los ser,icios poli-
c ialc.~ como con los propios órganos ju-
risdi~cionales, imponen tal rigor en el 
tratan1iento sancionador puesto que el 
Letrado, desde el mismo momento de 
su designación. se erige en acompañan-
te inseparable de su patrocinado y de-
bcrJ estar en lodo momenro a disposi-
ción de quien oslenle la competencia 
parn decidir sobre el fuluro inmediato 
del detenido, toda vez que, además se 
cslá afectando la libertad de éste írllimo 
lo que, dado el carácter fundamental de 
tal derecho. impone la observancia de 
deberes conducluales inflexibles que ni 
siquiera se excusarán por la alegación 
de tener una ocupación dis1inra en el 
momento de la llamada al servicio, pues-
lo que el hecho de la pertenencia volun-
taria a un servicio de guardia impone la 
condición de atención cxclu iva al mis-
mo durante el tiempo que éste se pro-
longue. 
La rendición de cuentas del Abogado 
frente a los órganos tutelares de la 
dcrensa de oficio 
Es le es el lugar indicado para hablar, 
enrre olms cosas, de los plazos para la 
ulilización de las distintas opciones otor-
gadas por la LAJG para la revocación 
del mandato conferido de oficio. En 
efecto. como ya ha quedado dicho ante-
riormente, al Letrado tlc>ignado se le 
impone la ubligaciún de recavar la au-
torización, refrendo o resolución de los 
órgano~ que ostentan la compclencia 
para la liscalización de cuantas cuestio-
ne~ atañen a la pre.~tación del servicio 
de a~i lencia jurídica gratuita, de ma-
nera que vendrá obligado a emplear los 
mecanismos diseñados para la producir 
la ruptura de la relación contractual crea-
da. La obligación de diligencia en el 
planteamiento de este tipo de mciden-
tes aparece con toda su fuerza dado el 
carácter tutelado que ostenla el servicio 
de Turno de Oficio. 
Asf nos encontramos con el artículo 
31 de la Lt\JG que establece un plazo 
de tres días para que el Letrado pueda 
plantear la excusa fundada en motil'o 
personal y justo en orden a lograr la se-
paración del encargo profesional con-
ferido. incidente que. como ya quedó 
dicho. deberá plantearse ante el Deca-
no o ante la Comisión de Turno de Ofi-
cio de la Ilustre Corporación de que se 
trate, imponiendo la obligación de dili-
gencia además que el Abogado deberá 
poner tal circunstancia en conocimien· 
to del órgano jurisdiccional ante el que 
se estén ventilando los intereses de su 
cliente para que éste proceda en su caso 
a la Mlspcn~ión de los plazos procesales 
en evitación de posibles preclusiones y 
para la conservación de los derechos del 
cliente, en cumplimiento también de la 
exigenc1a contenida en el ar1ícu lo 6. 10 
del Código Dcontológico de la Aboga-
cía S pañula 0. 
Y por otro lado. el artículo 32 del 
mismo texto legal que estipula seis días 
para el planteamiento del incidente de 
insostenibilidad de la pretensión me-
diante la presentación de escrito moti· 
vado ante la Comisión de Asi~tencia 
Juríd1ca Gratuita, plazo extremadamente 
breve durante el que el Abogado debe· 
rá proceder a recabar toda la informa· 
ciónneccsaria para inltnJirsc cunvcnicn· 
tcmente de lo' pormenores del caso y 
elaborar llna opinión fundada en rela-
ción cun la mínima viabilidad jurfdica 
de la pretensión, lo que implica máxi-
ma celeridad en el contacto con su clien-
te. No cabe duda de que la gestión 
procedimental de estos incidentes es de 
suma trascendencia desde el punto de 
VISta de la eventual incoación del pro· 
ccdimiemo colegial ancionador. 
Por último, referimo a la distinción 
entre insostcnibilidad y cxcu~a a la que 
ya se hizo referencia. Ésta última requie-
re la aceptación por parte del órgano 
competente. por lo que el Letrado de-
berá desarrollar diligentemente cuantas 
actuaciones sean necesarias para evitar 
la pérdida de derechos de su patrocina· 
do. cuestión que no ocurre cuando se 
trata del incidente de insostenibilidad, 
ya que la revocación del mandato se 
produce desde el momento en el que el 
Letrado la plantea en ncmpo y fonna. 
decayendo 1~ obl igacione~ ck realitA1· 
ción de actuacione" profe,.ionalc\. 
PECULIARIDADES DEL 
COBRO DE HONORARIOS 
Si bien es cierto que una de las par· 
tes e enciales del conLrnto de arrenda-
miento de ser\icio' prok,ionales es el 
pago del precio por el <,en ici11 obteni-
do. obligación cuyo cumplimiento co· 
n·espondc al cliente haciendo surgi r el 
cmrclalivo derecho de crédito del Le· 
lrado. y si también es cieno que el artí-
culo 56. 1 dd Est:lluto Gí:ncral de la 
Abogada Española y el <H tículo 7 .l del 
Código Deontológ ico de la Abogada 
Española establecen e 1 derecho de los 
Abogado' a obtener la J U~ta remuncr.t· 
ción por el trabajo desarrollado pro la· 
mándo;e ademá~ la libé11ad de la> pnr· 
tes para fijar la cuantía de lo' mi,mo' 
ya que no se encucntr.m ' om.:tido, a 
arancel. cuando e trata del mandato de 
defensa de ofic1o nucvameme surgen 
peculiaricdade,. 
En efecto, pur c;tablccerlo así el ar-
tículo 27 de la LAJG, el Lctmdo pierde 
el derecho al cob1 o de lo~ honomriu<, 
profesionales. Pero puede ocurrir que la 
designación del Letrado de oficio ;e 
haya producido con carácter provi; io· 
na! para asegurar el trascendental dere-
cho de defew,a constitucionalmente re· 
conocido, e;tamlo pendiente pnr tanto. 
del dcfiniti' o recunocimientu dd derc· 
cho a litigar grdtuitamentc por parte de 
la Administración. Y puede a~im1smo 
ocurrir que ya iniciado un proceso con 
intervención de profesionales turnado' 
de oficio, finalmente no "e llegue a cun· 
ceder el derecho a obtener la sub\'Cn· 
ción ~conómica estatal y a adquirir el 
srarus de insuficiencia de medios eco-
nómicos para liugar, o bien que dentro 
de los tres años siguientes a contm de>· 
de el momento en que e produtca el 
fi n del procedimiento el cliente venga a 
mejor fortuna. lo que restablecerá al 
Abogado en su posición de libertad y 
protección respecto n la e~enc ial pres· 
tación comraciUal del pago del precio. 
' El urlkuh>~>labkcc que "el Abo· 
gndo que renuncie ala duccdón Le· 
ltlld.l de un ,J>unlo habr.í de cjc..:u-
totr l odt~ aqutlto~ acro" necei\ario' 
parJ cvllar la pérd1da de derecho; 
ttnlt-' del c:ccc ... 
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' El ru1fculu C>tipula ~uu "el Abo-
gado deberá poner en conoc1micnto 
del chenle >U opinión raz.onada >o-
bre! el re,ult3do normalmente previ-
sibk y ( ... ) sobre el co>to aproxima· 
do ... J. 
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De cualquier manera, lo que realmente 
inleresa deslacar aquí es que nuevamen-
le el Abogado no puede unilateralmente 
apreciar cuándo su cliente ha venido a 
mejor fortuna, al igual que le está veda-
do ti scaliz.ar si tiene medios suficienles 
para sufragar los ¡;os les del proceso, si 
se ha producido una variación susran-
cial de las circunstancias que fueron te-
nidas en cuenla a la hora de otorgar el 
derecho a la gralu idad de la justicia o si 
los datos que fueron suminislrados por 
el justiciable a la Comisión y que fue-
ron determimmtcs de la concesión del 
derecho no se ajustaron a la realidad. 
Cuando se halle en alguna de eslas 
tesituras deherá esperar la resolución de 
la Combión de Asistencia Jurídica Gra-
tuita. Cualqttier acluación del profesio-
nal que infrinja estos postulados tendrá 
la consideración de fa lla muy grave en 
virtud de lo establecido en el artículo 
42 a) de la LAJG, y es doctrina reitera-
da por los órganos reclores de los Cole-
gios Profesionales que las conductas del 
Abogado de oficio tendentes a lo que 
podríamos llamar el cobro indebido de 
honorarios profesionales respecto del 
c li ente que obtuvo el derecho a litigar 
gratuilamente, son fa ltas de acción y no 
de resultado, por lo que no es preciso 
esperar a la efectiv idad ele la ilícita ges-
tión emprendida por el profesional para 
que actúe el mecanismo deontológico 
corporativo. el cual aplicará como pos-
tulados de referencia los deberes de in-
tegri dad y dignidad en el ejercicio de la 
profesión establecidos en los artículos 
1.2 y 1.3 del Código Deontológico de 
la Abogada Española, ya que cabría 
inrc¡yretar cual9uier actuación del Abo-
gado en esle senlido como el intento por 
su parte de sacar un provecho propio de 
una actividad financiada públicamente 
y en la que ha consentido voluntaria-
mente colaborar, si bien no de forma 
tolalmcnte gratuita, si al menos confor-
rne a una indemnización previamente 
establecida e inamovible. 
Por tanto, la infracción se comete 
cuando el Abogado compele al cliente 
al abono de los honorarios pero también 
cuando se infringe el preceplo 6.3 del 
Código Deontológico ele la Abogacía 
Española" , ya qLrc al Abogado incum-
be la obligación de informar al cliente 
de la posibilidad de oblener el benefi-
cio de justicia gratuita. En efecto, la re-
lación del clienle con el Abogado pue-
de iniciarse a través de una visila al des-
pacho de éste sin que medie previa de-
signación de oficio y en esle momenlo 
el Abogado debe comportarse confor-
me la buena fe conrractual establecida 
en el ar1ículo 7.1 del Código Civil. El 
Abogado debe desarrollar una conduc-
ta cohereme con el encargo profesional 
conferido y con las circunstancias que 
rodeen el caso concreto y la vigencia de 
estos valores supremos del ordenamien· 
lo jurídico que, efcctivamenle, deben 
presidir la ejecución de la relación con-
tractual desde su inicio, unido a la posi-
ción de privilegio que ocupa el Letrado 
dentro de la esrrucrura de la relación 
creada con su cliente dado que es él 
quien oslenla un cabal conocimienlo de 
la ciencia y técnica jurídica, obligan a 
que deba informar en todo momento de 
las posibilidades que en su beneficio ha 
establecido el ordenamienlo jurídico, 
por lo que cualquier comportamiento 
que se aleje del asesoramienlo que aca-
bamos de describir puede ser conside-
rado como infracción dcontológica gra-
ve por inlenlo de cobro indebido de ho-
norarios. 
Por olro lado, si bien es cierto que el 
cliente puede renunciar el beneficio de 
justicia gratuita en vitt ud de lo estable-
cido en el artículo 28 de la LAJG, o sólo 
a la parte que concierne a los profesio-
nales intervinienles en el proceso (Abo-
llado _y Procurador) manteniendo el be-
neficio respecto a las arras prestaciones 
asistenciales que igualmenlc componen 
el contenido del derecho, la exigencia 
de que tal renuncia deba hacerse de for-
ma expresa y clara supone cargar al 
Letrado con la prueba relativa a cual-
quier paclo en este sentido. 
Y fi nalmente. sobre este puntu cabe 
hacer una mención que, no por obvia. 
debe ser olvidada. El Letrado no podrá 
en ningún caso vulnerar el secreto pro-
fesional para poner en conocimiento de 
la Comisión de Asistencia Jurídica Gra-
tu ita los pormenores del patrimonio de 
su cliente en orden a que se dicte por 
aquella una resolución anulatoria del 
beneficio concedido ya que, aunque ten-
ga un evidente interés en lograr una justa 
reparación por su trabajo, no se puede 
olvidar que esos datos fueron suminis-
trados por el cliente en el más absoluto 
secreto y en el convencimiento de que 
se encontraban protegidos por la insti-
tución angular ele la Abogada. 
En dclini tiva. y como síntesis del 
conjunto de lo cxpue:.to. el Abogado 
puede \ erse inmerso en relacione~ pro-
fesionales ,u jetas a una duplictdad nor-
mall\'a. lo que le obliga a prestar ingu-
lar atenctón a las peculiaridades de cada 
una de ellas para no incurrir en incum-
plimientos contractuales y para eludir 
las posibles responsabilidades que tan-
to en sede disciplmario-deontológicn, 
como en sede jurisdiccional puedan ser 
exigidas por el mero dcsarrullar su pro-
fesión con toda noble7.a según su leal 
>abcr y entender. 
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